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Lima, 13 de noviembre de 2015 

Perú: los derechos económicos, sociales y culturales requieren una mejor 
protección – misión de la Comisión Internacional de Juristas  
 
Lima, Perú – Las autoridades peruanas deben revisar algunas de sus leyes y polí-
ticas para proteger mejor los derechos económicos, sociales y culturales en el 
país, pidió hoy en Lima la Comisión Internacional de Juristas (CIJ). 

La petición se hace al final de una misión de una semana realizada por la CIJ para 
recoger información y evaluar el impacto de las industrias extractivas en el dis-
frute de los derechos económicos, sociales y culturales de la población, en espe-
cial, los campesinos y las comunidades indígenas. 

En particular, la CIJ está preocupada por el impacto negativo en los derechos 
humanos del Decreto 30230, que busca facilitar la inversión privada.  

Mientras la inversión puede contribuir de manera importante al disfrute de los 
derechos humanos, la CIJ considera que esta norma en particular conduce en la 
práctica a la falta de respeto de los derechos humanos en cuanto reduce los es-
tándares de protección ambiental y social.  

La CIJ saluda la adopción de legislación que protege los derechos humanos, in-
cluido el derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas y la regulación del 
uso de la fuerza por parte de la Policía. Sin embargo, la CIJ nota que con frecuen-
cia esas leyes en la práctica no son implementadas efectivamente. 

Durante su misión, la CIJ pudo verificar la información sobre el incremento del 
número de conflictos violentos y de protestas sociales relacionadas con los pro-
yectos mineros. 

“Un gran número de los conflictos sociales actuales tienen lugar en áreas donde 
se llevan a cabo actividades de la industria extractiva. La tendencia a disminuir la 
protección de los derechos económicos, sociales y culturales y del ambiente, para 
facilitar la inversión, genera un alto riesgo de que la violencia de los conflictos se 
incremente”, dijo Sandra Ratjen, Asesora Jurídica Sénior del programa de la CIJ 
para los derechos económicos, sociales y culturales.  

“Hay una brecha entre las obligaciones internacionales de Perú de respetar y pro-
teger los derechos humanos y las amenazas sistemáticas que enfrentan las co-
munidades que se encuentran en las áreas mineras para disfrutar realmente de-
rechos como el derecho al agua, a la salud y a la vivienda o a la consulta previa, 
libre e informada de las comunidades indígenas”, agregó. 

La CIJ está particularmente preocupada por las afirmaciones de uso contrario al 
derecho internacional de la fuerza letal para controlar las manifestaciones y las 
protestas en zonas mineras, como ocurrió recientemente en Las Bambas.  



 

 

La CIJ recibió información de diversas fuentes en el sentido que en varias ocasio-
nes las fuerzas de seguridad han usado la fuerza en contra de los principios de 
necesidad y proporcionalidad.  

La CIJ exhorta a las autoridades peruanas a tomar las siguientes medidas para 
fortalecer la protección de los derechos económicos, sociales y culturales en el 
país: 

• Mantener y fortalecer las leyes y las políticas que protegen los derechos 
humanos, en particular los económicos, sociales, culturales y del ambien-
te;  

• En consecuencia, revisar la legislación que impida que el Estado cumpla 
con sus obligaciones internacionales de derechos humanos, incluidas las 
relativas al disfrute de derechos como el derecho al trabajo decente, el de-
recho a la salud y al agua potable o el derecho a la protección frente a 
desalojos forzados; 

• Asegurar plenamente el ejercicio del derecho de reunión y de la libertad de 
expresión de las personas y los grupos, incluidos los defensores de dere-
chos humanos. 

Información adicional: 

La misión de la CIJ incluyó a María Clara Galvis, abogada colombiana especialista 
en derecho internacional de los derechos humanos y profesora de la Universidad 
Externado de Colombia; Rafael Uzcátegui, sociólogo venezolano y Coordinador 
General del Programa venezolano de educación y acción en derechos humanos 
(PROVEA); Sandra Ratjen, Asesora Jurídica Sénior del Programa de Derechos 
Economicos, Sociales y Culturales de la CIJ y Olivier van Bogaert, Director de 
prensa y comunicaciones de la CIJ.  

La delegación se reunió con autoridades de varios ministerios, representantes de 
empresas extractivas, agencias de cooperación, organizaciones de derechos hu-
manos, sindicatos y organizaciones sociales. 

En diciembre, la CIJ publicará el informe final con sus hallazgos y recomendacio-
nes sobre la situación de los derechos económicos, sociales y culturales en el con-
texto de las industrias extractivas y el aumento de los conflictos sociales en el 
Perú.  

Contacto: 

Sandra Ratjen, Senior Legal Adviser for ICJ’s Programme on Economic, Social and 
Cultural Rights, t: +55 96 48 13 628; e: sandra.ratjen@icj.org  


